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La reparación del daño y el derecho a la tutela judicial efectiva en una 
sentencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

 

 Introducción 
 
 El daño es el efecto lesivo de carácter patrimonial, físico o moral que deriva 

de una actuación indebida de una persona o ente orgánico, público o privado1. 

Implica una merma que puede ir más allá de lo económico y puede llegar a provocar 

un detrimento permanente en quien lo sufre. Por lo tanto, el comprometido 

involucramiento del Poder Judicial resulta fundamental para lograr su reparación y, 

con ello, hacer efectivo el derecho a la tutela judicial efectiva2 y, con ello, contribuir  

al respeto pleno de la dignidad humana3. 

 

 Con ese contexto, es pertinente comentar la sentencia de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación (en lo sucesivo SCJN) dictada en el amparo directo en 

revisión 328/2025, pues constituye un paradigma para el derecho mexicano, al 

haber profundizado en el estudio de la responsabilidad civil objetiva y en el análisis 

sobre qué vía es procedente para reclamar un daño causado por el Estado, 

especialmente teniendo a la vista el artículo 147 de la Ley sobre el Contrato de 

Seguro.  

 

 Los hechos relativos al caso se ciñen a un accidente ocurrido a partir de la 

actividad de la Comisión Federal de Electricidad (en lo sucesivo CFE), y condujeron 

a que la SCJN, sin resolver de fondo el litigio, confirmara que conforme a lo previsto 

 
1 Real Academia Española, Diccionario panhispánico del español jurídico, 2025, disponible en: 
https://dpej.rae.es/lema/da%C3%B1o 
2 Real Academia Española, Diccionario panhispánico del español jurídico, 2025, disponible en: 
https://dpej.rae.es/lema/derecho-a-la-tutela-judicial-efectiva 
3 Sobre la relación entre la dignidad humana y la tutela judicial efectiva, léase: Aldana Zavala, J., et 
al, “Derechos humanos y dignidad humana”. Iustitia Socialis, núm. 3, 2018, sobre todo las páginas 
10 a 21.  

https://dpej.rae.es/lema/da%C3%B1o
https://dpej.rae.es/lema/derecho-a-la-tutela-judicial-efectiva
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en el artículo 109 de la Constitución mexicana la reparación del daño debe ser 

integral. 

 

 El estudio de esta sentencia es sumamente pertinente porque su dictado es 

una realización del derecho humano a la tutela judicial efectiva, pues en ella 

subyace la necesidad de que un daño sea reparado para que este derecho se 

concrete verdaderamente. De igual forma, esta sentencia demuestra que el derecho 

en cuestión se hace efectivo cuando el Poder Judicial dicta sentencias justas, y 

cuando la vía para demandar y el modelo procesal para desahogar la carga de la 

prueba se acomodan a la realidad material del caso –no a formalismos legalistas 

innecesarios–. 

 

I. Hechos e itinerario procesal que motivaron el caso 
 
Los hechos derivan de un accidente ocurrido cuando un albañil recibió 

descargas eléctricas mientras laboraba cerca de líneas de alta tensión. Las lesiones 

mermaron su fuerza muscular y, con ello, la capacidad para trabajar, lo que le 

provocó numerosas dificultades en su vida cotidiana, además de un obvio y grave 

perjuicio económico al impedirle continuar desempeñándose en su oficio. 

 

El trabajador demandó por la vía ordinaria civil a una aseguradora la 

indemnización correspondiente por daño físico, lucro cesante, daño moral, 

afectación a su proyecto de vida y daños punitivos4 derivados de la de 

responsabilidad civil, además del pago de intereses legales y costas procesales. La 

acción se fundó en el artículo 147 de la Ley sobre el Contrato de Seguro5, que 

 
4 Los daños punitivos son un mecanismo de disuasión de conductas lesivas de derechos de las 
personas, con efectos resarcitorios y de penalización por el daño provocado por particulares o el 
Estado. Vid. Veloz Romo, Miguel Ángel, “Los Daños Punitivos. Su Procedencia en Casos de 
Responsabilidad del Estado”, Derecho Global, Estudios sobre Derecho y Justicia, vol. VII, núm. 20, 
2022, págs. 77-101. 
5 Ley sobre el Contrato de Seguro 

Artículo 147. El seguro contra la responsabilidad atribuye el derecho a la indemnización directamente 
al tercero dañado, quien se considerará como beneficiario del seguro desde el momento del siniestro. 
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atribuye el derecho a la indemnización al afectado que sufrió el daño, 

considerándolo beneficiario desde el siniestro, más allá de que la asegurada fuera 

la CFE. 

 

En su contestación, la aseguradora planteó una excepción de incompetencia 

porque, a su parecer, el asunto debía resolverse en la vía administrativa, por tratarse 

de responsabilidad patrimonial del Estado derivada de la actividad de la CFE. 

Además, argumentó que el daño provenía de una actividad administrativa irregular 

de un ente estatal, lo que debía resolverse conforme a la Ley Federal de 

Responsabilidad Patrimonial del Estado. 

 

Posteriormente, una Sala Civil del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad 

de México declaró infundada la excepción de incompetencia, pues afirmó que las 

acciones directas contra aseguradoras por daños derivados del servicio de 

transmisión y distribución de energía eléctrica deben tramitarse en esa vía, y no en 

la administrativa, a pesar de que se tratara de un daño causado por un servicio 

público. 

 

A continuación, la aseguradora inició un juicio de amparo indirecto contra la 

decisión de la sala unitaria y contra el artículo 147 de la Ley sobre el Contrato de 

Seguro porque desconoce el régimen de responsabilidad patrimonial del Estado 

previsto en el artículo 109 constitucional y en la Ley Federal de Responsabilidad 

Patrimonial del Estado, y porque no prevé un procedimiento específico para 

reclamar a las aseguradoras una indemnización por la responsabilidad patrimonial 

del Estado. El juicio de amparo fue sobreseído parcialmente y se negó en el 

Juzgado de Distrito. Posteriormente, la empresa quejosa interpuso el recurso de 

revisión que fue resuelto por un tribunal colegiado, el cual declinó la competencia y 

lo remitió a la SCJN. 

 

 
(…) 
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La SCJN resolvió negar el amparo y confirmar la sentencia recurrida. Al 

respecto, afirmó que el artículo 147 de la Ley sobre el Contrato de Seguro es 

constitucional, por lo que no vulneraba los derechos de la aseguradora. De tal forma, 

confirmó que las víctimas de daños derivados de la prestación del servicio público 

de energía eléctrica pueden reclamar la reparación del siniestro –la manifestación 

o hecho productor del daño6– directamente a las aseguradoras por la vía civil, sin 

acudir al procedimiento administrativo de responsabilidad patrimonial del Estado7. 

 

II. Decisión y argumentación de la SCJN 
 
Como se puede intuir, esta sentencia resulta paradigmática porque significó 

que la SCJN optara por reconocer el derecho que tienen las víctimas a reclamar 

directamente a una aseguradora la reparación de un daño causado por un órgano 

estatal. Por otro lado, en este fallo la SCJN también estableció un precedente 

sumamente importante en materia de carga de la prueba en litigios sobre 

responsabilidad civil. 

 

 A continuación, se estudiarán con detenimiento los argumentos ofrecidos 

para justificar la sentencia, y, en el último apartado de este ensayo, se hará un 

balance crítico sobre la decisión. 

 

1. Argumentos respecto de la vía conducente para reclamar la 
indemnización 

 

Esta sentencia es sumamente relevante para el derecho civil mexicano 

porque aclaró cuál es la vía para reclamar el daño causado por el Estado cuando 

un riesgo provocado por su actividad se encuentre amparado por una aseguradora. 

En efecto, con antelación al dictado de este fallo, era debatible cuál era la 

 
6  Torres Gamero, Rolando Javier, “La responsabilidad civil en el contrato de seguro”, Lex, N°27- 
AÑO XIX- 2021-I, pág. 89. 
7 Ibidem, párr. 132. 
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competencia que surtía prevalencia para reclamar la indemnización, lo que 

evidencia el significativo avance en la protección de las víctimas de daños 

ocasionados por la prestación de servicios públicos, particularmente en el ámbito 

de la energía eléctrica, como en este caso. 

 

El núcleo del análisis efectuado por la SCJN era si las reclamaciones 

correspondían al régimen de responsabilidad patrimonial del Estado, o bien, si era 

válido acudir directamente a la vía civil mediante la acción contra la aseguradora 

prevista en el artículo 147 de la Ley sobre el Contrato de Seguro8. Al respecto, la 

SCJN afirmó que el régimen administrativo de responsabilidad patrimonial del 

Estado se centra en la reparación de los daños materiales derivados de la actividad 

irregular de la administración, cuya reparación debe incorporar conceptos como el 

daño moral, la afectación al proyecto de vida o los daños punitivos, que se 

solicitaron resarcir en la demanda inicial9.  

 

La SCJN también recogió en su sentencia el argumento relativo a que la 

regulación de la carga de la prueba impuesta al trabajador es sumamente difícil, y 

que ésta tiene su origen en la época de la Revolución industrial. Precisamente por 

esa realidad, es que conviene que esta clase de daños se persigan por la vía de la 

responsabilidad civil objetiva10, y no la que corresponde a la responsabilidad 

patrimonial del Estado. A esa ventaja se suma que, como es de esperarse, la 

decisión por parte de tribunales civiles se revista de una mayor autonomía, lo que 

puede coadyuvar para que las víctimas reciban una reparación adecuada y que las 

aseguradoras cumplan sus obligaciones. 

 

 
8 SCJN, Amparo indirecto en revisión 328/2025, párrafos 81-91. 
9 Ibidem, párrafos 2 y 45. 
10 Esta forma de responsabilidad se atribuye cuando existe, en esencia, un resultado que provoca 
un resultado perjudicial para quien no tiene por qué soportar jurídicamente un daño, y que, desde 
luego, actúa tomando las medidas de precaución necesarias para impedir que suceda el mal sufrido.  
Véase:  Rodríguez Puentes, Marcos, “Concepto y alcance de la responsabilidad objetiva”, Revista 
de Derecho Privado, núm. 56, julio - diciembre de 2016, pág. 11-14. 
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Esta sentencia también precisó que la responsabilidad de las aseguradoras 

debe extenderse hasta que la reparación sea integral11, conforme lo establecido en 

la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado12, es decir, incluir todos 

los conceptos que legítimamente cubran, según cada caso concreto, el menoscabo 

patrimonial real y efectivo, el lucro cesante, el daño moral y los daños punitivos. De 

tal forma, la Corte estableció tácitamente que el contrato de seguro es un medio 

para lograr la indemnización por un actuar irregular del Estado y una herramienta 

para reducir el gasto público en el pago de indemnizaciones13. 

 

En suma, el régimen jurídico establecido en esta sentencia sirvió para 

precisar la vía procedente para reclamar el daño en cuestión, pero también para 

ampliar el alcance para la reparación de los daños, así como para enfatizar la 

responsabilidad primaria de las aseguradoras en los riesgos causados por el 

Estado, y consolidar la doctrina del resarcimiento integral, que constituye una 

condición indispensable para garantizar la constitucionalidad de las normas y las 

sentencias que versen sobre las reparaciones en cuestión14. 

 

 Como se comentará en el siguiente apartado, esta decisión permitió 

confirmar que el estándar probatorio en asuntos como el presente debe configurarse 

a favor de quienes se asumen como víctimas. 

 

2. La carga de la prueba y la responsabilidad objetiva 

 

 
11 Ibidem, párrafo 99. 
12 Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado  

Artículo 15. Las indemnizaciones deberán cubrirse en su totalidad de conformidad con los términos 
y condiciones dispuestos por esta Ley y a las que ella remita. En los casos de haberse celebrado 
contrato de seguro contra la responsabilidad, ante la eventual producción de daños y perjuicios que 
sean consecuencia de la actividad administrativa irregular del Estado, la suma asegurada se 
destinará a cubrir el monto equivalente a la reparación integral (…) 
13 SCJN, Amparo indirecto en revisión 328/2025, párrafos 101-102. 
14 Sobre esta idea, confróntese: Juárez Ferrer, Martín, “La reparación del daño patrimonial”, en, 
Papayannis, Diego M., Manual de derecho de daños extracontractuales, Ciudad de México, SCJN, 
2022, págs. 498 y ss. 
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Las pruebas son las razones a partir de las cuales se confirma la realización 

del hecho que actualiza la norma jurídica aplicable en un caso concreto15. Una 

probanza es una obligación que debe cumplir quien afirma su existencia y, en caso 

del daño, implica acreditar los elementos que sostengan su hecho generador, así 

como el nexo causal y la magnitud del menoscabo patrimonial. 

 

Pues bien, como se adelantó en el apartado anterior, la SCJN señaló que la 

rigidez del modelo clásico sobre la prueba genera dificultades insalvables en la 

práctica para las víctimas de daño16, porque en muchos casos el acceso a la prueba 

es exclusivo para la parte demandada, como ocurrió en el caso en estudio, lo que 

evidentemente obstaculiza el acceso efectivo a la justicia. 

 

En tales circunstancias, la SCJN confirmó la posibilidad de que la víctima del 

daño estatal ejerciera la acción directamente contra la aseguradora sin evidenciar 

más hechos que la existencia de la responsabilidad objetiva. Con ello, las víctimas 

ya no están obligadas a demostrar la negligencia estatal o el funcionamiento de las 

instalaciones que causaron el accidente, sino que basta con que acrediten el uso 

de mecanismos o herramientas peligrosas, la existencia del daño y, naturalmente, 

el nexo causal entre los dos elementos previamente mencionados17. En este 

sentido, la SCJN permitió que el daño causado en este caso se comprobara desde 

la responsabilidad civil objetiva, y no desde la rigidez de la responsabilidad civil por 

hecho ilícito, ni a partir de la doctrina de la carga dinámica de la prueba. 

 

 
15 Se trata de una actuación procesal de parte, a través de los medios regulados en la norma 
procesal, por la que intenta acreditar los hechos que invoca como fundamento de su pretensión. 
Véase: Real Academia Española, Diccionario panhispánico del español jurídico, 2025, en: 
https://dpej.rae.es/lema/prueba 
16 La responsabilidad objetiva no implica por sí misma una inversión de la carga de la prueba en 
sentido estricto, sin embargo, puede conducir a ella en casos específicos y que debe sujetarse a 
criterios objetivos. Al respecto, véase: Gómez Pomar, Fernando, “Carga de la prueba y 
responsabilidad objetiva”, InDret, núm. 1, 2001, págs. 5-8. 
17 SCJN, Amparo indirecto en revisión 328/2025, párrafo 65. 

https://dpej.rae.es/lema/prueba
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En ese mismo orden de ideas, la SCJN reconoció que en el caso concreto la 

aseguradora y la CFE eran las únicas que contaban con los registros, peritajes y 

documentación relativos al funcionamiento de las instalaciones eléctricas que 

provocaron la lesión de la víctima. Es por ello que haberle exigido al demandante 

que probara la negligencia estatal como causa de su accidente habría significado 

imponerle una carga imposible. 

 

Conforme a lo anterior, a la aseguradora solamente le habría correspondido 

justificar en su defensa que el siniestro no ocurrió, que el riesgo no estaba cubierto 

por la póliza, que el daño no derivó de la actividad del Estado, o bien, la existencia 

de alguna cláusula que excluyera su responsabilidad como ente asegurador. Desde 

luego, esta idea implica también la posibilidad de que se probara que la víctima 

actuó negligentemente y, por tanto, la responsabilidad de la aseguradora y del 

estado se redujera o, incluso, quedara anulada. 

 

Por otra parte, la SCJN analizó la relación entre la carga de la prueba y el 

régimen de responsabilidad patrimonial del Estado, así como el abandono del 

modelo subsidiario de la responsabilidad estatal. En efecto, en este caso la 

aseguradora sostuvo que la actividad de la CFE generó la actualización de las 

normas en materia de responsabilidad patrimonial, por lo que en el asunto debía 

comprobarse que la actividad estatal había causado un daño por hecho ilícito, es 

decir, por su actividad irregular. 

 

De la mano de lo anterior, la SCJN afirmó que el artículo 109 constitucional18, 

en su más reciente reforma19, había generado un régimen jurídico de 

 
18 Artículo 109. Los servidores públicos y particulares que incurran en responsabilidad frente al 
Estado, serán sancionados conforme a lo siguiente: 

(…) 

La responsabilidad del Estado por los daños que, con motivo de su actividad administrativa irregular, 
cause en los bienes o derechos de los particulares, será objetiva y directa. Los particulares tendrán 
derecho a una indemnización conforme a las bases, límites y procedimientos que establezcan las 
leyes. 
19 SCJN, Amparo indirecto en revisión 328/2025, párrafos 88-91. 
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responsabilidad objetiva y directa, es decir, un sistema que conduce a que las 

víctimas solamente acrediten la existencia del daño y la relación entre éste y la 

actividad administrativa, sin necesidad de probar la culpa o la negligencia del agente 

que provocó el daño del que se busca reparación. En otras palabras, se hizo claro 

que el modelo se había transformado para sustituir la culpa con el riesgo, y adoptar 

el modelo de responsabilidad objetiva20, como ya sucede desde hace tiempo en el 

derecho comparado, un cambio que se ha hecho mediante la emisión de 

jurisprudencia y la realización de reformas legislativas21. 

 

A mayor abundamiento, al establecer la regulación en materia de 

responsabilidad estatal objetiva “se buscó dejar atrás cualquier elemento de índole 

subjetivo –como la negligencia, el dolo o la intencionalidad–“, lo que significó arribar 

a un sistema basado en comprobar la irregularidad de los actos estatales, 

superando el modelo fundado en probar la responsabilidad subjetiva. 

 

III. Análisis crítico de la sentencia: la reparación del daño y el derecho 
humano a la tutela judicial efectiva 

 

La sentencia analizada es una herramienta fundamental para consolidar un 

proceso que permita obtener una indemnización con mayor sencillez a quienes se 

vean afectados por un riesgo causado por el Estado. Al haberse aclarado que la vía 

civil era procedente para demandar, se abrió el camino para confirmar que puede 

reclamarse la responsabilidad objetiva directa y, con ello, facilitar el trabajo 

probatorio para las víctimas. 

 

Un factor que también debe tomarse en cuenta para la valoración de esta 

sentencia es que la SCJN resaltó el mandato establecido en el artículo 109 

 
20 Al respecto, véase: De la Rosa Xochitiotzi, Carlos, et al, Temas Selectos de Derecho. Derecho de 
daños. Responsabilidad extracontractual, Ciudad de México, 2024, SCJN, pág. 136. 
21 Por ejemplo, en Chile este cambio se ha dado desde hace décadas. Cf. Domínguez Hidalgo, 
Carmen, “Hacia el futuro: ¿crisis de la responsabilidad subjetiva?”, Revista Actualidad Jurídica, N° 2 
- Julio 2000, págs. 358-365. 
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constitucional consistente en hacer una reparación integral del daño. Dicha forma 

de indemnización alcanza, como se reclamó en el litigio, la restitución de la merma 

patrimonial, el lucro cesante y los daños punitivos, lo que, a fin de cuentas, redunda 

en la realización efectiva del derecho humano a la tutela judicial efectiva. 

 

El derecho fundamental en cuestión constituye, definitivamente, una de las 

condiciones para lograr el bien común, y conlleva la necesidad de que quien se vea 

afectado por un daño obtenga una reparación justa. De tal modo, más allá de que 

toda persona debe tener acceso a un recurso judicial idóneo para proteger sus 

derechos, el proceso respectivo también debe encaminarse a alcanzar una decisión 

realmente apegada a la justicia, sin obstáculos o formalismos que se lo impidan. 

 

En ese sentido, el derecho humano a la tutela judicial efectiva no se limita a 

lograr el acceso formal a los tribunales, por lo que entre muchas cosas exige que 

cuando las resoluciones declaren la existencia de un daño, también ordenen la 

reparación plena de las violaciones sufridas22. Tal deber está contemplado en 

diversos documentos internacionales, como la Declaración Universal de los 

Derechos Humanos23, la Convención Americana sobre Derechos Humanos24 y el 

Convenio Europeo de Derechos Humanos25. 

 
22 ONU, Derechos humanos Artículo 8: el derecho a la reparación, 17 de noviembre de 2018, 
disponible en https://news.un.org/es/story/2018/11/1446101 
23 Declaración Universal de los Derechos Humanos  

Artículo 8: Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo ante los tribunales nacionales 
competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por 
la constitución o por la ley. 
24 Convención Americana sobre Derechos Humanos  

Artículo 10. Derecho a Indemnización Toda persona tiene derecho a ser indemnizada conforme a la 
ley en caso de haber sido condenada en sentencia firme por error judicial. 

Artículo 25. Protección Judicial 

1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante 
los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos 
fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal 
violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales. 

(…) 
25 Convenio Europeo de Derechos Humanos  

https://news.un.org/es/story/2018/11/1446101
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Por todo lo anterior, la tutela judicial efectiva también comprende la obligación 

estatal de ordenar una reparación integral para garantizar el cumplimiento real del 

derecho de acceso a la justicia. En la sentencia estudiada en este ensayo se ha 

podido comprobar que la SCJN facilitó el proceso a quien sufre daño, puesto que 

reconoció el carácter civil de la demanda cuando se ha contratado un seguro que 

cubra un riesgo al Estado, y confirmó que la responsabilidad en estos litigios es 

objetiva y directa. 

 

A contramano, es evidente que una sentencia que hubiera resuelto distinto 

habría dificultado enormemente la obtención de la indemnización, o incluso, habría 

reducido drásticamente el alcance de esa compensación, lo que habría hecho 

nugatorio el derecho en cuestión. 

 

Conclusiones 
 
La sentencia de la SCJN que se ha estudiado en este ensayo dotó de mayor 

certeza a las víctimas al evitarles acudir a la justicia administrativa para reclamar la 

responsabilidad patrimonial del Estado. Además, la consolidación de la doctrina de 

la responsabilidad objetiva permite acreditar solamente la existencia del daño y el 

nexo causal con la actividad estatal, sin la necesidad de demostrar la negligencia o 

el dolo del Estado. Ese cambio, redujo la carga procesal de las víctimas y posibilitó 

que éstas se vean reparadas con mayor facilidad y apego a la justicia, coadyuvando 

a la realización de la tutela judicial efectiva. 

 

Por otra parte, cabe resaltar que este fallo de la SCJN ilustra cómo los 

cambios en la interpretación de las normas y la reconducción de las teorías jurídicas 

ayudan a la realización de la justicia y, con ello, también a alcanzar el bien común. 

 
Artículo 13 Derecho a un recurso efectivo 

Toda persona cuyos derechos y libertades reconocidos en el presente Convenio hayan sido violados 
tiene derecho a la concesión de un recurso efectivo ante una instancia nacional, incluso cuando la 
violación haya sido cometida por personas que actúen en el ejercicio de sus funciones oficiales. 
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No obstante, simultáneamente, recuerdan que la diferencia entre el dictado de 

sentencias novedosas y la extralimitación judicial es sumamente tenue, lo cual 

obliga a los órganos jurisdiccionales a mantener la vista puesta en la finalidad de 

descubrir con prudencia lo que es justo, y no en dictar sentencias simplemente 

protagónicas. 

 

Finalmente, conviene mencionar que esta resolución no puso fin al litigio, 

pues se pronunció exclusivamente sobre las materias que se analizaron en este 

ensayo. No obstante, se trata de una sentencia sumamente relevante para el 

derecho mexicano y es merecedora de una mención especial porque en ella se 

aprecia objetividad, ánimo de hacer efectivos los derechos humanos sin interés 

protagónico o activista alguno, ni una argumentación que nazca de la búsqueda de 

reivindicar intereses segmentados o de grupos sociales determinados. 


